CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

Bogotá, D. C., treinta (30) de agosto  de dos mil dieciséis (2016)
Radicación número: 05001 23 33 000 2014 00993 01 (22044)
Actor: SOCIEDAD GARLEMA S.A. 

Referencia: Apelación auto 

Consejera Ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

A    U    T    O

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la sociedad actora contra la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en audiencia inicial celebrada el 13 de agosto de 2015, por la cual se declaró probada la excepción de cosa juzgada y se dio por terminado el proceso. 

ANTECEDENTES

La Sociedad Galerma S.A., por intermedio de apoderado y en ejercicio del medio de control consagrado en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo [CPACA], pidió que se hicieran las siguientes declaraciones
, entre otras:

1. Que el departamento de Antioquia realizó el cobro de lo no debido por contribución de valorización en las propiedades ubicadas en el municipio de Ayapel (Córdoba).

2. Que se anulen las Comunicaciones E201300150032 y E201300184410 del de 13 y 28 de noviembre de 2013, respectivamente, por las cuales el Director de Valorización del departamento de Antioquia negó el reconocimiento del cobro de lo no debido.

3. Como consecuencia, se ordene la devolución de los valores pagados por concepto de valorización de 21 propiedades, que en total son $1.070.250.422 más los intereses generados.

La demanda se presentó ante el Tribunal Administrativo de Antioquia que, en auto de 16 de julio de 2014, la admitió
 y ordenó las notificaciones respectivas.

En el término de traslado, el departamento de Antioquia dio contestación a la demanda y como excepciones formuló la de caducidad y de cosa juzgada
.

Surtido el traslado de las excepciones de fondo formuladas, el magistrado ponente citó a las partes para el  21 de mayo de 2013, a las 9:00 am, con el fin de celebrar audiencia inicial.

Llegado el día y hora señalados, el magistrado conductor dio inicio a la audiencia con la asistencia de los apoderados de las partes demandante y demandada y del agente del Ministerio Público. Verificada la falta de irregularidades en el trámite del proceso, el magistrado conductor consideró que para la resolución de las excepciones propuestas por el departamento de Antioquia, debía ordenarse la práctica de una prueba, concretamente que la demandada allegara copia auténtica de los procesos de cobro coactivo a que se refiere en la contestación de la demanda y de los actos administrativos que dieron origen a esos procesos. La audiencia se suspendió
.

Aportada la documentación requerida, el 13 de agosto de 2015, se reanudó la audiencia inicial en la que, en primer lugar,  se analizó la excepción de caducidad para concluir que la demanda se interpuso dentro de los cuatro (4) meses, exigidos en el numeral 2 [lit. d] del artículo 164 del CPACA. Esa excepción se declaró impróspera. 

En segundo lugar, se pronunció sobre la excepción de cosa juzgada, la cual declaró probada al advertir que se cumplían los requisitos para que se configurara dicha figura. En consecuencia, dio por terminado el proceso. 

Esa providencia quedó notificada a las partes en estrados e inmediatamente el apoderado de la demandante interpuso recurso de apelación. A continuación, la demandada y el agente del Ministerio Público advirtieron que estaban de acuerdo con la decisión. 

El Tribunal concedió la apelación y remitió el expediente al Consejo de Estado para resolver
.

AUTO APELADO

En la providencia recurrida el a quo declaró probada la excepción de cosa juzgada y dio por terminado el proceso por las siguientes razones:

En primer lugar, se refirió al hecho de que la demandada sustenta la excepción, que consiste concretamente en que el Consejo de Estado, en providencia de 11 de octubre de 2002
, confirmó el auto que libró mandamiento de pago de 23 de enero de 2001, proferido por el Juzgado de Ejecuciones Fiscales del Departamento Administrativo de Valorización del Departamento de Antioquia, al interior del proceso de jurisdicción coactiva adelantado contra la sociedad Garlema Ltda. 

Posteriormente, esta misma Corporación conoció del incidente de excepciones formuladas contra el mandamiento de pago librado y, en providencia de 20 de enero de 2003, las declaró no prósperas
.

A continuación señaló que los requisitos para que se configure la cosa juzgada son la identidad de partes, de objeto y causa en ambos procesos y, además, que se haya proferido providencia que resuelva el litigio.

Al respecto, observó que en ambos procesos (el de jurisdicción coactiva y el de nulidad y restablecimiento del derecho) las partes intervinientes son el Departamento de Antioquia y la sociedad Garlema S.A., por lo que hay identidad jurídica de partes.

En cuanto a las pretensiones, después de comparar las de los dos procesos encontró que el juicio de jurisdicción coactiva se tramitó por el no pago de la contribución de valorización respecto de unos predios de propiedad de la sociedad Garlema, entre los que coinciden los ahora incluidos en la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho. Por lo que concluyó que los dos procesos se basan en los mismos hechos, esto es, el cobro de la contribución de valorización por el departamento de Antioquia con motivo de la ampliación, rectificación y pavimentación de la carretera Caucasia- Nechi. 

Por lo anterior, consideró que se cumplían los requisitos para que operara el fenómeno de la cosa juzgada, estos son, la identidad de causa, de objeto y de partes entre el proceso de cobro coactivo ya fallado y el de nulidad y restablecimiento del derecho, puesto que el primero resolvió lo pertinente al pago de la contribución y el segundo se refiere a la devolución del pago de lo no debido.

En consecuencia, no era procedente iniciar una nueva acción por el mismo asunto, ya que en el de cobro coactivo se decidió que los predios si eran objeto de gravamen y era en ese trámite, en ejercicio del derecho de defensa, que la ahora demandante debió reclamar lo que pretende por vía de nulidad y restablecimiento del derecho.

Por último, entendió que las pretensiones de esta demanda se dirigen a cuestionar decisiones proferidas en el proceso de jurisdicción coactiva, lo que descarta la procedencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, con la que si bien se atacan actos administrativos generados con posterioridad a la terminación del cobro coactivo, estos se refieren a obligaciones cobradas con ocasión de dicho trámite.

RECURSO DE APELACIÓN

La sociedad demandante, por intermedio de apoderado, interpuso recurso de apelación para que se revocara la decisión que declaró probada la excepción de cosa juzgada y la terminación del proceso. 

Sostuvo que es cierto que las partes demandante y demandada son las mismas pero el objeto y las pretensiones son diferentes, puesto que los actos demandados se refieren a la solicitud del pago de lo no debido. Concluyó que la controversia en este caso es distinta a la sometida a conocimiento del Consejo de Estado. Cita la sentencia T-352 de 2012 de la Corte Constitucional que se refiere a la cosa juzgada.

OPOSICIÓN

El apoderado de la parte demandada y el agente del Ministerio Público se opusieron al recurso. Consideraron que en este caso los tres elementos para que se configure la excepción de cosa juzgada están cumplidos.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA

En este caso, la discusión planteada se concreta en determinar si se configuró la excepción de cosa juzgada.  

Como se indicó al principio de esta providencia, la sociedad Garlema S.A. demandó, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, las Comunicaciones E201300150032 y E201300184410 del 13 y 28 de noviembre de 2013, respectivamente, por las cuales el Director de Valorización del departamento de Antioquia negó el reconocimiento del cobro de lo no debido.

Como consecuencia, pidió que se ordenara la devolución de los valores pagados por concepto de valorización de 21 propiedades. 

El a quo, en el auto apelado, consideró que la controversia planteada en este caso ya quedó resuelta en el proceso de cobro coactivo adelantado contra Garlema S.A., razón por la cual declaró probada la excepción de cosa juzgada. Por su parte, la demandante, en el recurso, considera que no se trata del mismo litigio, puesto que las pretensiones y el objeto son diferentes. 

En efecto, en primer lugar, para resolver el problema jurídico planteado, es importante indicar que el fenómeno de la cosa juzgada no está regulado en el CPACA, razón por la cual, es procedente, remitirse al Código General del Proceso [CGP], en virtud de lo dispuesto en el artículo 306 del CPACA, que permite la remisión a las normas de procedimiento civil siempre que sea compatible con los procesos tramitados ante esta Jurisdicción.  

La norma que contempla la figura es el artículo 303 del CGP:

“ARTÍCULO 303. COSA JUZGADA. La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa que el anterior y entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes.

Se entiende que hay identidad jurídica de partes cuando las del segundo proceso son sucesores por causa de muerte de las que figuraron en el primero o causahabientes suyos por acto entre vivos celebrado con posterioridad al registro de la demanda si se trata de derechos sujetos a registro, y al secuestro en los demás casos.

En los procesos en que se emplace a personas indeterminadas para que comparezcan como parte, incluidos los de filiación, la cosa juzgada surtirá efectos en relación con todas las comprendidas en el emplazamiento.

La cosa juzgada no se opone al recurso extraordinario de revisión.”

En segundo lugar, sobre esta figura la Sala ha considerado
:

“La institución de la cosa juzgada está sujeta a dos límites: el objetivo, que mira hacia el asunto sobre el que versó el debate y la causa petendi de la prestación, y el subjetivo, que tiene que ver con las personas que fueron parte en el proceso. Así mismo, la cosa juzgada se predica de los puntos que han sido materia expresa de la decisión de una sentencia y sólo puede extenderse a aquellos que por ser consecuencia necesaria o depender indispensablemente de ella, se reputan tácitamente decididos.

Los principios tutelares de esta institución jurídica son los establecidos en el artículo 332 del C.P.C, los cuales son aplicables al proceso contencioso administrativo, por remisión expresa del artículo 267 del C.C.A. Prescribe el citado artículo 332 del C.P.C.:

Cosa juzgada. La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada, siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, y se funde en la misma causa que el anterior, y que entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes.”. 

De acuerdo con lo anterior la cosa juzgada, es un medio exceptivo que  requiere de la conjunción de los siguientes factores: identidad de partes: que se trate de unas mismas personas que figuren como sujetos activo y pasivo de la acción tanto en el primer proceso como en el segundo;  Identidad de objeto (sobre qué recae el litigio): que las pretensiones en el nuevo proceso correspondan a las mismas que integraban el petitum del primer proceso en el que se dictó la decisión; e Identidad de causa (por qué el litigio): que el motivo o razón que sustenta la primera demanda, se invoque nuevamente y sea el fundamento jurídico de una segunda. 

En el sub exámine, la excepción de cosa juzgada se predica porque con anterioridad al proceso de nulidad y restablecimiento del derecho -que ahora se promueve- se tramitó proceso de jurisdicción coactiva iniciado por el departamento de Antioquia con el fin de hacer efectivo el pago de la contribución por valorización liquidada respecto de unos predios de propiedad de la sociedad Garlema.

Se hace necesario hacer una breve comparación de los dos procesos con el fin de analizar sí, tal como lo consideró el a quo, se dan los presupuestos para declarar probada la excepción de cosa juzgada.

	RADICADO


	PROCESO 2692 DE 2001
	PROCESO 2014-00093

	AUTORIDAD ANTE LA QUE SE TRAMITA
	Juzgado de Ejecuciones Fiscales del Departamento Administrativo de Valorización del departamento de Antioquia
	Tribunal Administrativo de Antioquia

	PROCESO
	JURISDICCIÓN COACTIVA 
	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

	EJECUTANTE/DEMANDANTE
	DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA
	GARLEMA S.A.

	DEMANDADO/EJECUTADO
	GARLEMA S.A.
	DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA

	 ACTOS ATACADOS 
	 
	1. Comunicación E 201300150032 del 15 de noviembre de 2013.   

                                                                                  2. Comunicación  E 201300184410 del 28 de noviembre de 2013.                                              Expedidas por el Director de Valorización del departamento de Antioquia, por las cuales negó el reconocimiento del cobro de lo no debido.  

	ACTOS/ HECHOS  QUE DIERON ORIGEN A LA ACTUACIÓN  
	· Ordenanza 20 de 26 de agosto de 1998, por la cual la Asamblea Departamental de Antioquia decretó por el sistema de valorización la construcción de la carretera Caucasia- Nechi.

· Resolución 1029 de 11 de febrero de 1999, expedida por el Departamento de Antioquia, por medio de la cual se distribuyen las contribuciones de valorización de los inmuebles ubicados en la zona de influencia de la obra de ampliación, rectificación y pavimentación de la carretera Caucasia- Nechi.   

· Se acordó que la contribución por valorización sería pagadera a 60 cuotas mensuales.       

· Certificado Nº 2692 del 23 de enero de 2001, por el cual el Director de Valorización Departamental declaró que Garlema Ltda, debía al departamento de Antioquia, a partir del 12 de marzo de 1999, la suma de $786.076.150, por concepto de capital más interés por mora en el pago de las cuotas de contribución por valorización.
	· Ordenanza 20 de 26 de agosto de 1998, por la cual la Asamblea Departamental de Antioquia decretó, por el sistema de valorización, la construcción de la carretera Caucasia- Nechi.

· Resolución 1029 de 11 de febrero de 1999, expedida por el Departamento de Antioquia, por medio de la cual se distribuyen las contribuciones de valorización de los inmuebles ubicados en la zona de influencia de la obra de ampliación, rectificación y pavimentación de la carretera Caucasia- Nechi.

· Pago de la contribución por valorización impuesta a cargo de la sociedad Garlema S.A. respecto de los predios de su propiedad ubicados en la zona de influencia de la obra iniciada en la carretera – Caucasia- Nechi. 

· El municipio de Ayapel solicitó al Instituto Geográfico Agustín Codazzi determinar cuales predio hacían parte de su jurisdicción pero estaban registrados en Antioquia. Para el efecto el IGAC realizó el correspondiente levantamiento topográfico de la zona comprendida entre los municipios de Ayapel y Caucasia y levantó la ficha catastral. Como consecuencia de tal actuación conceptuó que 38 propiedades estaban ubicadas en el municipio de Ayapel y no en Caucasia. 

· El municipio de Ayapel solicitó el traslado de la matrícula inmobiliaria de la Oficina de Registro de Caucasia a la Oficina de Registro de Ayapel.

· La Oficina de Registro de Caucasia expidió la Resolución 002 de 22 de noviembre de 2010, por la cual ordenó el traslado de 24 propiedades a la Oficina de Registro de Ayapel.

· La mayoría de los predios trasladados, que ahora forman parte del territorio del departamento de Córdoba, eran de propiedad de la sociedad Garlema, razón por la cual, el 27 de septiembre de 2013, solicitó al departamento de Antioquia la devolución de los dineros cobrado indebidamente más los intereses generados, por concepto de valorización. El 6 de noviembre de 2013 se aclaró la petición.

· Mediante comunicaciones E201300150032 y E201300184410 del de 13 y 28 de noviembre de 2013, respectivamente, el Director de Valorización del departamento de Antioquia negó el reconocimiento del cobro de lo no debido.

       

	TRÁMITE PROCESO/PROVIDENCIAS DICTADAS
	1. Mandamiento ejecutivo 2692 de 23 de enero de 2001, librado contra Garlema para que pagara $786.076.150 como capital, más intereses liquidados por el primer año de mora en el pago de las cuotas de contribución por valorización.

2. El 9 de marzo de 2001, Garlema interpuso recurso de reposición y, en subsidio, el de apelación. 

3. El 12 de julio de 2001 se  aclaró y modificó el mandamiento de pago en el sentido de reducir la suma adeudada a $ 695.645.231. 

4. El 8 de febrero de 2002 se resolvió el recurso de reposición en el sentido de confirmar el mandamiento de pago. En esa misma decisión se concedió el recurso de apelación  ante el Consejo de Estado.  

5. La Sección Quinta del Consejo de Estado en providencia del 11 de octubre de 2002, confirmó el mandamiento de pago del 23 de enero de 2001. 

6. Garlema formuló incidente de excepciones
 contra el mandamiento de pago, el cual fue resuelto por la Sección Quinta del Consejo de Estado en providencia del 20 de febrero de 2003, en el sentido de declararlas no prosperas.
7. La sociedad ejecutada solicitó aclaración de la decisión.
8. En providencia de 10 de abril de 2003 accedió a la aclaración.
9. El Juzgado de Ejecuciones Fiscales, en auto de 6 de junio de 2003, decretó el embargo y secuestro de varios predios de propiedad de Garlema.
10. El 23 de abril de 2012, se levantaron las medidas cautelares decretadas.

11. En auto de 1º de agosto de 2012, el Juzgado de Ejecuciones Fiscales declaró la terminación del proceso 2692/2001 con fundamento en el certificado de cancelación de la obligación por contribución de valorización a cargo de Garlema, suscrito por el Director de Valorización.
	En los antecedentes de esta providencia se relacionan las actuaciones surtidas en este proceso.

	OBJETO/PRETENSIONES 
	Pago de las cuotas por concepto de contribución por valorización facturadas a cargo de la sociedad Garlema.
	1. Que se declare que el Departamento de Antioquia realizó el cobro de lo no debido en las propiedades que fueron objeto de traslado del municipio de Caucasia al Municipio de Ayapel.          

2. Se anule los actos que negaron la devolución del pago de lo no debido y se reintegre el valor de 1.070.250.422, y se ordene cancelar el interés máximo legal desde la fecha de pago de la obligación hasta la fecha de cancelación de las sumas adeudadas a reintegrar. (fl 289 C1)                                             3. Que se declare que el departamento de Antioquia, cobró interés de usura a la empresa Garlema durante todo el tiempo en que duraron las obligaciones con el departamento y como consecuencia de dichos cobros se condene a las multa establecida en el art 884 del Código de Comercio y el artículo 72 de la Ley 45/ 90. 


De la anterior comparación la conclusión que surge, sin lugar a dudas, es que no se cumplen los requisitos para que se configure la excepción de cosa juzgada. En primer lugar, se observa que no existe identidad de partes, dado que en el proceso de jurisdicción coactiva la parte ejecutante (activa) es el departamento de Antioquia y la parte ejecutada (pasiva) es la sociedad Garlema S.A. y en este proceso de nulidad y restablecimiento del derecho el sujeto activo es la referida sociedad y el pasivo es el ente territorial, entonces no se cumple el supuesto.

En segundo lugar, el objeto sobre el que recaen los dos procesos es diferente, pues es claro que en el de jurisdicción coactiva lo que pretende el departamento de Antioquia es hacer efectivo el pago de las sumas adeudadas por Garlema S.A., como sujeto pasivo de la contribución de valorización respecto de los predios de su propiedad. Por su parte, en el presente asunto lo que se busca es la devolución de lo cobrado indebidamente por el departamento de Antioquia, teniendo en cuenta que los predios objeto de la contribución por valorización hacen parte de la jurisdicción del municipio de Ayapel (Córdoba) y no del de Caucasia, en ese entendido no debió cobrar tal tributo. 

Significa que las pretensiones del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho no son las mismas del proceso de jurisdicción coactiva. No es posible considerar que el motivo que sustentó el primer proceso es el mismo que se invoca ahora, menos si las partes activa y pasiva no ocupan la misma posición, como se explicó.

En tercer lugar, en relación con la identidad de causa, se advierte que si bien puede decirse que la determinación de la contribución por valorización dio origen a los dos procesos, ello no implica por sí solo que exista correspondencia total, dado que como se observa del cuadro comparativo, ocurrió un hecho determinante para la sociedad Garlema que la motivó a solicitar la devolución de los valores cobrados por la referida contribución. Entonces no es cierto que la controversia del sub examine surja por los mismos hechos que originaron el cobro coactivo y que tales hechos sean el fundamento jurídico ahora. 

En esas condiciones queda desvirtuada la posición asumida por el a quo, en consecuencia la Sala revocará el auto apelado y, en su lugar, declarará no probada la excepción de cosa juzgada. En consecuencia, deberá continuar el trámite del proceso. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, por medio de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta,

R E S U E L V E :

REVÓCASE la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en audiencia inicial celebrada el 13 de agosto de 2015, por la cual se declaró probada la excepción de cosa juzgada y se dio por terminado el proceso. 

En su lugar, DECLÁRASE NO PROBADA LA EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA formulada por la parte demandada.

ORDÉNASE al Tribunal Administrativo de Antioquia continuar con el trámite del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la sociedad Garlema S.A. 
Cópiese, notifíquese y devuélvase al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia fue considerada y aprobada en la sesión de la fecha.

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA      
Presidente de la Sección

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ

� Se destacan las más relevantes.


� Fls. 444 y vto


� Fls. 455-472


� Fls. 598 y 599


� Fls. 604-607


� Sección Quinta, Exp. 2001-1759-01.


� Exp. 2002-1903-01.


�Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo,  26 de julio de 2005,  Consejero Ponente: Ana Margarita Olaya Forero, Proceso 1999 – 00217.  


� 1.Falta de claridad del mandamiento de pago.  2. Inexigibilidad de la obligación.   3. Ilegalidad del título.  4. Ineptitud del título.  5. Violación al debido proceso.





